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Punto 76 del temario

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL, TRÁFICO ILÍCITO Y TRATA DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES  

(Considerado por el Consejo Permanente en su sesión del 21 de mayo
y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), los Estados Miembros reafirman que la educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz y se promueve el fortalecimiento de la conciencia cívica de los pueblos americanos como uno de los fundamentos del ejercicio efectivo de la democracia y la observancia de los derechos y deberes de la personas;

Que la resolución AG/RES. 2240 (XXXVI–O/06) incluye específicamente al Instituto en la solicitud para continuar trabajando coordinadamente con otros órganos y organismos de la OEA en esta materia y en el proyecto sobre el trafico ilícito y la trata de mujeres, niños, niñas y adolescentes para fines de explotación sexual en las Américas y solicita su cooperación para la elaboración de estudios;

Que la antes mencionada resolución toma en cuenta las Conclusiones y Recomendaciones de la Primera Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, realizada en la Isla de Margarita, Venezuela, del 14 al 17 de marzo de 2006, las cuales recuerdan “el compromiso de los gobiernos de mejorar la capacidad para identificar, investigar, juzgar y sancionar a los responsables de la trata de personas especialmente mujeres y niños y brindar una debida asistencia y protección a sus víctimas”;

La resolución AG/RES. 2348 (XXXVI – 0/07) “ Esfuerzos de cooperación hemisférica para combatir la trata de personas y Segunda  Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, que manifiesta que “la pobreza, la inequidad y la exclusión social en el Hemisferio son factores que incrementan la vulnerabilidad de las personas, especialmente de mujeres, niñas y niños, para convertirse en victimas de la trata cuyo responsables en numerosas ocasiones   forman parte de grupos delictivos organizados, que operan tanto a nivel interno como transnacional ”;

TENIENDO PRESENTE QUE el Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) aprobó el Plan Estratégico 2005-2008 y el nuevo Plan de Acción 2007-2011, los cuales reenfocan el trabajo del Instituto para enfrentar los actuales desafíos de la sociedad;

RECONOCIENDO los avances ya realizados en el IIN en el cumplimiento de sus mandatos en el marco de la implementación del Plan de Acción 2007-2011 los cuales han sido notificados a través de sus Informes Anuales a la Asamblea General y  el Consejo Permanente;

RECORDANDO:

Las resoluciones aprobadas por el Consejo Directivo del IIN en relación a  la prevención y erradicación de la explotación sexual comercial infantil, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes, siendo la más reciente la resolución CD/RES.10 (82-R/07), adoptada  en ocasión de la 82ª Reunión Ordinaria celebrada los días 26 y 27 de julio de 2007 en Cartagena de Indias, Colombia;

Que esta resolución estableció el “Programa Interamericano para la  Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes”,  y encomendó a la Directora General del IIN el desarrollo de una propuesta de trabajo conjunto en el marco de esta iniciativa al tiempo que respalda la creación de un Observatorio sobre este tema; 

Destacando la importancia que todos los niños en edad escolar tengan acceso a la educación así como la importancia de programas que fomenten la retención  de la población estudiantil en el sistema escolar y que evite su deserción; y 

Que la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos ha estado implementando durante varios años programas para combatir la trata de personas y tiene personal dedicado a esta tarea,

RESUELVE:

1. Tomar nota con satisfacción de la decisión del Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes de encomendar a la Directora General del  IIN el desarrollo de un “Programa Interamericano para la Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes”.

2. Encomendar al Secretario General que coordine el desarrollo de este programa directamente con el Instituto Interamericano del Niño, la  Niña y Adolescentes (IIN),  la Sección Contra la Trata de Personas de la  Secretaría de Seguridad Multidimensional y con la Secretaria Ejecutiva de Desarrollo Integral en lo que sea pertinente.

3. Solicitar al INN que brinde asesoramiento a los Estados que así lo soliciten en sus esfuerzos por modificar o sancionar normas internas destinadas a combatir la explotación sexual comercial, el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes incluida la legislación referida a las autorizaciones de viaje y los controles migratorios.

4. Recomendar la constitución de un Fondo Específico para el financiamiento del “Observatorio  sobre Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes”.

5. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organismos financieros internacionales, organizaciones regionales, subregionales y organizaciones de la sociedad civil a que contribuyan al financiamiento de este Programa.

6. Solicitar al IIN que informe al trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre la implementación de los mandatos de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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Punto 5 del temario

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA Y LA VIOLENCIA EN LAS AMÉRICAS
/

(Considerado por el Consejo Permanente en su sesión del 21 de mayo
y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,

1. RECONOCIENDO con preocupación el impacto negativo de la delincuencia y la violencia en la calidad de vida en nuestros Estados Miembros;

2. TOMANDO NOTA que en el Informe Mundial sobre la Violencia
/ y la Salud de 2002, de la Organización Mundial de la Salud, se reconoce que la naturaleza multifacética de la violencia requiere la participación de gobiernos y partes interesadas en todos los ámbitos (local, nacional e internacional) del proceso de toma de decisiones, y que además presenta recomendaciones concretas que reflejan la necesidad de procedimientos de índole multisectorial y colaborativa para hacer frente a la violencia social; 

3. RECORDANDO que en el informe conjunto de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y de la Región de América Latina y el Caribe del Banco Mundial, Informe N.º 37820 (2007), se refiere a la delincuencia y la violencia como un problema que afecta el desarrollo, se indica que el tráfico de drogas es un factor determinante en la delincuencia y la violencia, se aboga por una estrategia combinada de salud pública y de seguridad para los ciudadanos como una solución; y aunque se reconoce la necesidad de una estrategia centrada en la justicia penal en circunstancias particulares, advierte que no es aconsejable depender en gran medida en una estrategia de este tipo; 

4. TENIENDO PRESENTE la Declaración de la Reunión Ministerial sobre Prevención de la Violencia y Lesiones en las Américas, adoptada en Mérida, México, el 14 de marzo de 2008, en la cual los ministros de salud de las Américas se comprometieron a esforzarse más por prevenir la violencia y las lesiones mediante la promoción de la salud en un ambiente seguro, sano y sostenible, y a desarrollar, implementar y evaluar planes nacionales para la prevención de la violencia y las lesiones en cada país; 

5. CONSCIENTE de que el enfoque de salud pública no reemplaza las respuestas de la justicia penal y de derechos humanos a la violencia, sino que más bien complementa sus actividades y les ofrece herramientas y fuentes adicionales de colaboración;

6. CONSCIENTE TAMBIÉN de que la delincuencia y la violencia en nuestro hemisferio afectan directa e indirectamente el desarrollo social, económico y político de nuestros Estados; 

7. RECONOCIENDO que la delincuencia se manifiesta de diferentes y múltiples formas, incluso a través del tráfico de drogas, la trata de personas, el tráfico de armas de fuego, el lavado de dinero, la corrupción, el secuestro, los robos y los hurtos; 

8. RECONOCIENDO TAMBIÉN que la violencia puede manifestarse en diferentes ámbitos, incluidos los individuos, las familias y la comunidad; 

9. AFIRMANDO que la violencia limita el goce y el ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 

10. RECONOCIENDO que la prevención de la violencia y el combate de la delincuencia en las Américas debe abordarse mediante el pleno respeto y protección de los derechos humanos; 

11. TENIENDO PRESENTE la necesidad de fortalecer la cooperación y el apoyo a los países de la región que lo requieran, para combatir la delincuencia y la violencia, mediante la adopción de estrategias que enfaticen el papel de la prevención en sus diversos niveles y la eficacia de la aplicación de sus leyes; y

12. RECONOCIENDO que la Coalición Interamericana para la Prevención de la Violencia (CIAPV), cuya Secretaría Pro Tempore corresponde actualmente a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, fue establecida para servir de catalizador en la prevención y reducción de los altos niveles de violencia en las Américas,

RESUELVE:

1. Solicitar a la Secretaría General de la OEA que profundice y amplíe su colaboración en las iniciativas para la prevención de la violencia con organizaciones internacionales y que recopile, examine y distribuya información a los Estados Miembros sobre iniciativas en materia de prevención de la delincuencia y la violencia. 
2. Solicitar a la Secretaría General que abogue por el importante papel de las medidas de prevención aunadas a los esfuerzos tradicionales en materia de aplicación de las leyes. 

3. Solicitar a la Secretaría General que amplíe sus programas para brindar, cuando así lo soliciten los Estados Miembros, asistencia técnica y jurídica, sensibilizar y capacitar a las autoridades gubernamentales en métodos innovadores para prevenir y combatir la delincuencia y la violencia en todas sus manifestaciones dentro del estado de derecho. 
4. Instruir a la Secretaría General para que apoye las iniciativas de los Estados Miembros relacionadas con la prevención y el tratamiento integral del fenómeno de la violencia en sus diversas modalidades y particularidades, y que mantenga informada a la Comisión de Seguridad Hemisférica sobre todas estas iniciativas en curso y planeadas. 
5. Solicitar a la Comisión de Seguridad Hemisférica que en el primer trimestre del 2009 realice a una sesión que incluya la participación de expertos designados por los Estados Miembros  sobre los aspectos de prevención de la delincuencia y la violencia (Aprobado Ad referéndum de la delegación de Canadá). 

6. Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen en su trigésimo noveno y cuadragésimo períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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Punto 41 del temario

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN
Y LA IMPORTANCIA DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

(Considerado por el Consejo Permanente en su sesión del 21 de mayo,
 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.);

RECORDANDO las resoluciones AG/RES.2287 (XXXVII-O/07) y AG/RES.2237 (XXXVI-O/06) “Derecho a la libertad de expresión y la importancia de los medios de comunicación”

DESTACANDO la Declaración de Santo Domingo: “Gobernabilidad y desarrollo en la sociedad del conocimiento” (AG/DS.46 (XXXVI-O/06)), aprobada el 6 de junio de 2006; 

RECORDANDO que el derecho a la libertad de pensamiento y expresión que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole está reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo IV), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 13), la Carta Democrática Interamericana (incluido el artículo 4), la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en otros instrumentos internacionales y constituciones nacionales, así como en la resolución 59 (I), 110 (II) y 127 (III)
 de la Asamblea General de las Naciones Unidas y la resolución 104 adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO);

RECORDANDO TAMBIÉN que el artículo IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre declara que “toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio”;

RECCORDANDO ADEMÁS las resoluciones 59(I), 110 (II) y 127 (III) de la Asamblea General de Naciones Unidas que declaran la libertad de información como derecho humano fundamental  que requiere, como elemento indispensable, la voluntad y la capacidad de usar y no abusar de sus privilegios, así como la disciplina básica que involucra la obligación moral de investigar los hechos sin perjuicio y difundir las informaciones sin intención maliciosa, la condena de toda propaganda destinada a provocar o a estimular amenazas contra la paz o todo acto de agresión; e invitan a los Estados a luchar dentro de los límites constitucionales contra la difusión de noticias falsas o deformadas que puedan perjudicar las buenas relaciones entre Estados. 

RECONOCIENDO la libertad de información como un derecho humano, el cual requiere como elemento indispensable de su ejercicio, la voluntad y capacidad de usar y no abusar de sus privilegios, así como la obligación moral de investigar los hechos sin perjuicio y difundir las informaciones sin intención maliciosa.
 

RECORDANDO ADEMÁS que el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que:

“1.
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2.
El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas;

3.
No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

4.
Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

5.
Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional”; 


RECONOCIENDO la importancia de los medios de comunicación en el adecuado fortalecimiento de la libertad de expresión tal como se establece en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos;


RECORDANDO ADEMÁS que el artículo 12.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que toda persona tiene derecho a la “libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado”, así como la “libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias”.

REAFIRMANDO que la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia, tal y como establece la Carta Democrática Interamericana;
 

SUBRAYANDO que el acceso a la información y el intercambio y creación de conocimientos son elementos importantes de una sociedad libre, democrática y pluralista, y que el uso de la Internet y la red Mundial en particular, sin censura política, contribuye al desarrollo de un futuro democrático y al ejercicio del derecho a la libertad de expresión y al libre flujo de información e ideas en todos los pueblos de las Américas.

TOMANDO NOTA de los principios 10, 11, 12 y 13 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de 2000, que se refiere a la despenalización del desacato; 


REAFIRMANDO “la contribución imprescindible que los medios de comunicación prestan en beneficio del fortalecimiento de los sistemas democráticos del Hemisferio” AG/RES.1550 (XXVIII-O/98) “Atentados contra el ejercicio de la libertad de prensa y crímenes contra periodistas”;
 

TENIENDO PRESENTES los volúmenes pertinentes de los informes anuales de la CIDH correspondientes a los años 2005, 2006 y 2007 sobre la libertad de expresión, así como los comentarios realizados por los Estados Miembros en las sesiones de las presentaciones correspondientes; 


TOMANDO EN CUENTA la resolución 2004/42, “El derecho a la Libertad de Opinión y Expresión” de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas”; la cual subraya la necesidad de velar porque la seguridad nacional, comprendida la lucha contra el terrorismo, no se invoque como excusa injustificada o arbitraria para restringir el derecho a la libertad de opinión y de expresión.

a. TOMANDO EN CUENTA la resolución 2005/38 “El Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión” de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la cual establece que “el ejercicio del derecho a la libertad de opinión y de expresión, es uno de los fundamentos esenciales de una sociedad democrática; es propiciado por un entorno democrático que, entre otras cosas, ofrezca las garantías para su protección; es esencial para la plena y efectiva participación en una sociedad libre y democrática, y es decisivo para el desarrollo y fortalecimiento de sistemas democráticos eficaces
 
RECORDANDO la importancia de los estudios y aportes aprobados por la UNESCO en relación a la contribución de los medios de comunicación al fortalecimiento de la paz, la tolerancia y la comprensión internacional, a la promoción de los derechos humanos y a la lucha contra el racismo y la incitación a la guerra, y en especial la Declaración de Principios sobre Tolerancia; 

TOMANDO EN CUENTA la Declaración de Principios de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, la cual reafirma que la independencia, el pluralismo y la diversidad de los medios de comunicación, son esenciales para la Sociedad de la información, y aboga “porque los medios de comunicación utilicen y traten la información de manera responsable, de acuerdo con los principios éticos y profesionales más rigurosos”.
 


SUBRAYANDO que el Secretario General José Miguel Insulza afirmó, el 5 de enero de 2007, que “el cierre de un medio de comunicación masivo es un hecho muy poco común en la historia de nuestro continente y no tiene precedentes en las últimas décadas de democracia” y que “si se adopta la medida administrativa de cierre del medio de comunicación ello parece como una forma de censura contra la libertad de expresión”; 

RESUELVE:

1. Reafirmar el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y hacer un llamado a los Estados Miembros a respetar y garantizar el respeto de este derecho, de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos de los que sean parte, tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros. 

2. Reafirmar que la libertad de expresión y difusión de ideas son fundamentales para el ejercicio de la democracia.

3. Instar a los Estados Miembros a que aseguren, dentro del marco de los instrumentos internacionales de los que sean parte, el respeto a la libertad de expresión en los medios de comunicación, incluyendo, incluyendo los medios electrónicos, impresos,
 radio y televisión, y en particular, el respeto a la independencia y libertad editorial de los medios de comunicación. 

4. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

5. Reafirmar que los medios de comunicación, libres e independientes son fundamentales para la democracia, para la promoción del pluralismo, la tolerancia y la libertad de pensamiento y expresión, y para la facilitación de un diálogo y un debate libre y abierto entre todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo para que puedan poner de relieve el peligro que representa la indiferencia al ascenso de grupos e ideologías intolerantes.

6. Instar a los Estados Miembros a que promuevan un enfoque pluralista de la información y múltiples puntos de vista mediante el fomento del pleno ejercicio de la libertad de expresión y de pensamiento, el acceso a los medios de comunicación y la diversidad de propietarios de medios de comunicación y fuentes de información a través de, entre otros, sistemas transparentes de concesión de licencias y, según proceda, reglamentos eficaces que impidan la concentración indebida de la propiedad de los medios de comunicación.

7. Instar a los Estados Miembros a que consideren la importancia de incluir, en el marco de sus respectivos ordenamientos jurídicos, normativa sobre la creación de medios de comunicación alternativos o comunitarios que asegure el funcionamiento independiente de los mismos, como una manera de ampliar la difusión de información y opiniones, fortaleciendo así la libertad de expresión.

8. Instar a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para  evitar las violaciones del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y creen las condiciones necesarias con tal propósito, incluso asegurando que la legislación nacional pertinente se ajusta a sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y se aplique apropiadamente y eficazmente con eficacia y no permita la manipulación de las autoridades reguladoras y jurídicas para suprimir la libertad de expresión.

8 bis. Reafirmar que el ejercicio del poder del estado  para, entre otros, regular las frecuencias de radiodifusión  y televisión y proporcionar fondos públicos a los medios de comunicación con la intensión de influenciar, presionar, castigar o premiar a los medios por las opiniones que expresan, constituye una amenaza a la libertad de expresión. 

9. Instar a los Estados Miembros a examinar sus procedimientos, prácticas y legislación, según sea necesario, para garantizar que toda limitación que se pueda imponer al derecho a la libertad de opinión y expresión esté expresamente fijada por la ley y sea necesaria para asegurar el respeto de los derechos o la reputación de los demás o para la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

9 bis. Reafirmar el derecho a la libertad de conciencia y religión, el cual incluye, entre otros, la libertad de toda persona de profesar y divulgar su religión o sus creencias.

10. Reconocer la valiosa contribución de las tecnologías de la información y la comunicación, tales como la Internet, al ejercicio del derecho a la libertad de expresión y a la habilidad de las personas para buscar, recibir y difundir información, así como los aportes que puedan ofrecer en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas y contemporáneas de intolerancia, y en la prevención de los abusos contra los derechos humanos.

10bis. Reafirmar el papel que tienen los medios de comunicación en el ejercicio de sus funciones que deben ser llevadas a cabo de manera responsable, de acuerdo con los principios éticos y profesionales más rigurosos, lo cual es esencial para garantizar el respeto de este derecho.

11. Reconocer la importancia que tiene para el ejercicio pleno del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la protección de la confidencialidad de las fuentes periodísticas. 

11 bis. Instar a los Estados Miembros a que promuevan la libertad de expresión y de la libre circulación de la información en la Internet, permitiendo a los ciudadanos que se expresen por medio de los foros virtuales y permitiéndoles un amplio acceso a los sitios Web y a los resultados de los sistemas de búsqueda, teniendo en cuenta siempre el interés supremo de protección a la niñez y la adolescencia, de conformidad con la legislación aplicable. como se resolvió en el Consenso Ministerial de Bamako de 2007 de la Comunidad de Democracias. 

11. Solicitan con urgencia
 Invitar a los Estados Miembros a adoptar reglas que garanticen que todos los medios pueden operar sin censura política y son libres, en la práctica, de expresar opiniones políticas discrepantes, así como
 a considerar las recomendaciones de la Relatoría Especial de la CIDH para la Libertad de Expresión en materia de difamación, en el sentido de derogar o enmendar las leyes que tipifican como delito el desacato, la difamación, la injuria y la calumnia, y, en tal sentido, regular estas conductas en el ámbito exclusivo del derecho civil.
12. Reiterar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, celebre una sesión especial de dos días con miras a profundizar el estudio de la jurisprudencia internacional existente relativa al tema contenido en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos e incluir en el orden del día de dicha sesión los siguientes puntos:

i. Manifestaciones públicas como ejercicio del derecho a la libertad de expresión;

ii. El tema del artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

iii. Responsabilidad y objetividad de los medios de comunicación en el ejercicio de sus funciones y su relación con el derecho a la libertad de pensamiento y expresión.

iv. El papel de los medios alternativos y comunitarios, en el ejercicio del derecho a la libertad de pensamiento y expresión.



Los invitados a dicha sesión incluirán miembros de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, incluido el Relator Especial para la Libertad de Expresión, y expertos de los Estados Miembros con el fin de que puedan intercambiar experiencias sobre estos temas.

12 bis. Solicitar a la Relatoría de Libertad de Pensamiento y Expresión que realice un estudio sobre la conducta y el desempeño de los propietarios de los medios de comunicación durante los procesos electorales recientes en el hemisferio para que sean discutidos en la próxima sesión especial.

13 ter. Apoyar la labor de la Relatoría especial de la CIDH para la Libertad de Expresión e instar a los Estados Miembros a que apoyen los esfuerzos del Relator Especial, acogiendo con beneplácito sus visitas sobre el terreno y proporcionado recursos adicionales cuando fuere posible. 

13. Tomar en consideración los resultados y criterios expresados en la sesión especial sobre la libertad de pensamiento y expresión, realizada en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos los días 26 y 27 de octubre de 2006, y la sesión especial realizada los días 28 y 29 de febrero de 2008,
 y asimismo solicitar al Relator Especial de la CIDH que informe sobre las conclusiones y recomendaciones emitidas por los expertos en dicha sesión especial, a fin de dar seguimiento al desarrollo del tema.

14. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su trigésimo octavo período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de esta resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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Punto 47 del temario

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

PROMOCIÓN Y RESPETO DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

(Considerado por el Consejo Permanente en su sesión del 21 de mayo
y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1270 (XXIV-O/94), AG/RES. 1335 (XXV-O/95), AG/RES. 1408 (XXVI-O/96), AG/RES. 1503 (XXVII-O/97), AG/RES. 1565 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1619 (XXIX-O/99), AG/RES. 1706 (XXX-O/00), AG/RES 1709 (XXX-O/00), AG/RES. 1770 (XXXI-O/01), AG/RES. 1771 (XXXI-O/01), AG/RES. 1904 (XXXII-O/02), AG/RES. 1944 (XXXV-O/05), AG/RES. 2052 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2127 (XXXV-O/05), AG/RES. 2226 (XXXVI-O/06) y AG/RES. 2231 (XXXVI-O/06) y AG/RES 2293 (XXXVII-O/07);  

RECORDANDO ASIMISMO que de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y teniendo presentes todas las disposiciones aplicables del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos, dentro de sus respectivos ámbitos de aplicación, los derechos humanos y libertades fundamentales deben ser siempre respetados, incluso en las situaciones de conflicto armado; 

PROFUNDAMENTE CONSTERNADA por las violaciones persistentes del derecho internacional humanitario que siguen generando sufrimientos a todas las víctimas de los conflictos armados; 

RECONOCIENDO el Informe del Secretario General de las Naciones Unidas que se desprende del mandato de la resolución 61/89 del 6 de diciembre del 2006 de la Asamblea General de las Naciones Unidas titulada “Hacia un tratado sobre el comercio de armas: establecimiento de normas internacionales comunes para la importación, exportación y transferencia de armas convencionales”, y el trabajo desarrollado, dentro de ese marco y conforme al mandato de esa misma resolución, por el grupo de expertos gubernamentales encargado de buscar los puntos de vista de los Estados miembros sobre la viabilidad, el alcance y los parámetros de un proyecto de instrumento amplio y jurídicamente vinculante sobre el comercio de armas convencionales; 

RECORDANDO que la obligación de respetar y hacer respetar los Convenios de Ginebra de 1949 incumbe a todos los Estados Miembros en todas las circunstancias, y que los principios contenidos en los mismos, asimismo son vinculantes a todas las partes en un conflicto armado; 

CONSIDERANDO que el derecho internacional humanitario contiene normas que reflejan el derecho consuetudinario internacional que los Estados deben observar; 

DESTACANDO que en los casos de violaciones graves del derecho internacional humanitario que constituyen crímenes de conformidad con el derecho internacional, los Estados tienen la obligación de investigar y, si existe evidencia suficiente, la obligación de iniciar un proceso penal a la persona presuntamente responsable de las violaciones, y si se determina su culpabilidad, la obligación de castigarlo con el propósito de impedir la impunidad y evitar futuras violaciones;

DESTACANDO TAMBIÉN la obligación de los Estados de tomar todas las medidas oportunas, incluido cuando sea aplicable, sanciones penales, para que cesen otras violaciones;

SUBRAYANDO la necesidad de fortalecer las normas del derecho internacional humanitario mediante su aceptación universal, su más amplia difusión y la adopción de medidas nacionales para su debida implementación; 

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la universalidad de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 para la protección de víctimas de guerra, de los cuales 194 Estados son actualmente Estados Parte;
RECORDANDO que 33 y 32 Estados Miembros de la Organización son Parte de sus Protocolos Adicionales I y II de 1977, respectivamente; 
EXHORTANDO a los Estados a que se vinculen al Protocolo Adicional III del 2005 a los Convenios de Ginebra de 1949, aprobada en el 2005 y entrada en vigencia desde el 2007, relativo a la aprobación del cristal rojo como signo distintivo adicional al de la cruz roja, tendiendo en cuenta que varios Estados de la región ya lo han hecho.

RECORDANDO ASIMISMO que 11 Estados Miembros han emitido la declaración prevista en el artículo 90 del Protocolo Adicional I de 1977 relativa al reconocimiento de la competencia de la Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta; 

CONSCIENTE del rico legado cultural del Hemisferio en el que se encuentran bienes culturales reconocidos por la UNESCO como patrimonio mundial y que podrían beneficiarse de los sistemas de promoción y protección del derecho internacional humanitario; 

RECORDANDO que la Convención Internacional sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, aprobada el 20 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, necesita 20 ratificaciones para su entrada en vigor;

TOMANDO NOTA que todos los esfuerzos internacionales en curso para promover  instrumentos internacionales, [incluida la posibilidad de que estos sean  jurídicamente vinculantes] sobre el desarrollo, empleo, producción, transferencia y almacenamiento de municiones en racimo;

RECORDANDO el décimo aniversario de la adopción de la Convención sobre Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa), los días 3 y 4 de diciembre de 1997;

RECONOCIENDO la importante labor de asesoría que desempeñan las comisiones o comités nacionales de derecho internacional humanitario a favor de los esfuerzos que realizan los Estados en el ámbito de la promoción y el respeto de este derecho a través de la adopción de medidas nacionales de aplicación y que 17 Estados Miembros de la Organización cuentan con una de estas estructuras; 

TOMANDO NOTA de la declaración final y las seis resoluciones adoptadas por la XXX Conferencia  Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja titulada “Juntos por la Humanidad” celebrada del 26 al 30 de noviembre de 2007; así como los compromisos formulados por los Estados Americanos participantes en la Conferencia; 

TOMANDO NOTA ASIMISMO de los resultados alcanzados a través de las siguientes reuniones en las que participaron representantes de los Estados Miembros y funcionarios de la Organización:

a.
Las reuniones del Grupo de Expertos Gubernamentales de las Altas Partes Contratantes de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados (CAC) de 1980, celebradas en Ginebra del 14 al 18 de enero del 2008 y del 7 al 11 de abril del 2008.;

b.
Las diversas Conferencias sobre Municiones de Racimo, celebradas en Lima del 23 al 25 de mayo de 2007, en Viena del 5 al 7 de diciembre de 2007, en Wellington del 18 al 22 de febrero de 2008 y la Conferencia Diplomática para la Adopción de una Convención sobre Municiones en Racimo, recientemente celebrada en Dublín del 19 al 30 de mayo del 2008, en seguimiento del proceso iniciado con la Conferencia de Oslo sobre Municiones de Racimo del 22 y 23 de febrero de 2007

c.
El Seminario Regional para América Latina y el Caribe sobre la Promoción de la Universalidad de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados (CCAC) de 1980 y sus Protocolos Anexos, celebrada en Santo Domingo el 11 y 12 de marzo del 2008. 
d.
La Primera Conferencia Regional Latinoamericana sobre Municiones de Racimo, celebrada en San José de Costa Rica el 4 y 5 de septiembre del 2007 y la Conferencia Regional para América Latina y el Caribe sobre Municiones en Racimo, celebrada en México del 16 y 17 de abril del 2008; y 
e.
La Reunión Regional de Expertos Gubernamentales sobre la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario en las Américas, celebrada en la Ciudad de México el 6 y 7 de agosto de 2007;

f.
La Reunión de Legisladores de la Región Centroamericana, México, Panamá y República Dominicana sobre la integración de los Crímenes de Guerra en el Derecho Penal Internacional, en Conmemoración del XXX Aniversario de los Protocolos Adicionales de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949, celebrada en San José de Costa Rica, el 7 y 8 junio del 2007; y

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la presentación regional del Estudio sobre el Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario elaborado por el Comité Internacional de la Cruz Roja, realizada en marzo de 2008, en Bogotá, Colombia; 

DESTACANDO el papel especial que cumple el Comité Internacional de la Cruz Roja como institución neutral, imparcial e independiente, que trabaja para proteger y asistir a las víctimas de los conflictos armados y otras situaciones de violencia armada, así como para promover el respeto del derecho internacional humanitario y de sus principios, 

RESUELVE:

1.
Instar a los Estados Miembros y a las partes involucradas en un conflicto armado a que respeten sus obligaciones bajo el derecho internacional humanitario, incluyendo las destinadas a  la protección de la integridad y la dignidad de las personas y los bienes protegidos, así como el trato debido a los prisioneros de guerra.
2.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho, a que consideren hacerse Parte de los siguientes, entre otros,  tratados: 

a.
La Convención de La Haya para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado de 1954, y sus Protocolos de 1954 y 1999, respectivamente;

b.
La Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad de 1968;

c.
La Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción (Convención sobre Armas Biológicas) de 1972;

d.
Los Protocolos adicionales I y II de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949, así como el Protocolo adicional III de 2005; incluida la Declaración prevista en el artículo 90 del Protocolo adicional I;

e.
La Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados de 1980, incluyendo la enmienda adoptada en 2001 a su artículo 1 y sus cinco Protocolos;

f.
La Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, y su Protocolo Facultativo de 2000 relativo a la participación de niños en conflictos armados;

g.
La Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción (Convención sobre Armas Químicas) de 1993;

h.
La Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción de 1997;

i.
El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 1998;

j.
La Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA) de 1997;

k.
Convención interamericana sobre transparencia en las adquisiciones de armas convencionales de 1999; y

l.
La Convención sobre la seguridad del personal de las Naciones Unidas y personal asociado.

3.
Invitar a los Estados Miembros a que den la mayor difusión posible a las reglas del derecho internacional humanitario, en particular, a través de su inclusión en las doctrinas y manuales militares con el fin de que las Fuerzas Armadas cuenten con los medios y mecanismos necesarios para su efectiva aplicación, así como a través de los medios pertinentes para que este derecho sea conocido por la población civil. 

4.
Instar a los Estados Miembros a que adecuen su legislación penal, a fin de cumplir con las obligaciones previstas por los Convenios de Ginebra de 1949 y, en el caso de los Estados Parte del mismo, su Protocolo adicional I de 1977, en cuanto a la tipificación de los crímenes de guerra, la jurisdicción universal sobre esas violaciones graves y la responsabilidad del superior por los actos de sus subordinados.
5.
Instar asimismo a los Estados Miembros que aun no lo hubieren hecho, a que adopten, con arreglo a su legislación interna y conforme al Derecho Internacional, las medidas legislativas o de otra índole que fueran necesarias para establecer la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena por las más serias violaciones del derecho internacional humanitario que constituyen crímenes de conformidad con el derecho internacional.

6.
Invitar a los Estados Miembros que son Parte en el Estatuto de Roma a cooperar plenamente con la Corte Penal Internacional y a tipificar en su legislación penal los crímenes de su competencia. 

7.
Exhortar a los Estados Miembros a que sus leyes regulen el uso, prevengan y, en su caso, sancionen los abusos en la utilización de los emblemas de la Cruz Roja, la Media Luna Roja y, en su caso, del Cristal Rojo, así como de su denominación, como está dispuesto en los tratados pertinentes. 

8.
Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus obligaciones bajo el derecho internacional, adopten medidas efectivas para prevenir la desaparición de personas en relación con un conflicto armado u otra situación de violencia armada, esclarecer la suerte de los que han desaparecido y atender a las necesidades de sus familiares. 

9.
Alentar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus obligaciones internacionales, garanticen que se disponga de las medidas y mecanismos requeridos para proteger los bienes culturales contra los efectos de los conflictos armados, y en particular a que consideren la adopción de medidas de carácter preventivo relativas a la preparación de inventarios, la planificación de medidas de emergencia, la designación de autoridades competentes, así como la promulgación de leyes para asegurar el respeto de dichos bienes. 

10.
Recordar a los Estados Miembros que son Parte de la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, de 1997, la obligación que les incumbe de prevenir y reprimir cualquier actividad en ésta prohibida, cuando sea cometida por personas o en territorio bajo su jurisdicción o control y, la importancia de prestar atención a las necesidades de las víctimas de las minas antipersonal y, cuando corresponda, a las víctimas de los residuos explosivos de guerra, considerando la asistencia médica, la rehabilitación y la integración económica y social de las víctimas como criterios para brindar dicha atención; 
11.
Instar a los Estados Miembros a que adopten medidas legislativas y de otra índole, incluyendo legislación penal, para fortalecer las instituciones nacionales y la coordinación entre las instituciones nacionales, y la cooperación regional y subregional, para la implementación del Protocolo de Ginebra de 1925, la Convención sobre Armas Biológicas de 1972 y la Convención sobre Armas Químicas de 1993, adoptando o desarrollando, entre otros, códigos de conducta y códigos de ética profesional para la comunidad científica e industrial, con el propósito de prevenir el mal uso, en el contexto de los avances de la investigación biocientífica y biotecnológica, y considerando las medidas nacionales, regionales e internacionales para mejorar la bioseguridad, incluyendo la seguridad de laboratorios y la seguridad de elementos patógenos y toxínicos. 

12.
Exhortar a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para cumplir con sus obligaciones jurídicas internacionales con respecto al reclutamiento y uso de niños en las fuerzas armadas o grupos armados, así como para evitar su participación en las hostilidades, de acuerdo con las normas reconocidas del derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados. 

13.
Invitar a los Estados Miembros a que incrementen sus esfuerzos con miras a fortalecer la protección de los civiles frente al uso y los efectos indiscriminados de armas y municiones en general, particularmente mediante la promulgación de leyes dirigidas a reforzar el control de la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego y otros materiales relacionados.

14.
[Alentar a los Estados Miembros interesados a que concluyan a la mayor brevedad posible la negociación de instrumentos internacionales, incluida la posibilidad que sean jurídicamente vinculantes, sobre desarrollo, empleo, almacenamiento, producción y transferencia de municiones en racimo y sobre la asistencia atención de víctimas y remoción  de tales municiones para minimizar el impacto de estas en las poblaciones civiles, haciendo un llamado para que mientras finalizan dichos procesos consideren la posibilidad de adoptar medidas a nivel nacional para abordar estos problemas. ]

15.
Alentar a los Estados Miembros a que establezcan procedimientos de examen para determinar, al momento de estudiar, desarrollar, adquirir o adoptar una nueva arma, o nuevos medios o métodos de guerra, si su empleo, fabricación, almacenamiento, exportación o transferencia fuesen contrarios al derecho internacional humanitario y, en tal caso, prohibir su uso por las fuerzas armadas y su fabricación para tales fines. Asimismo, en tales casos también se tendrán en cuenta las obligaciones internacionalmente contraídas tales como las indicadas en párrafo 11.

16.
Alentar a los Estados Miembros interesados a seguir apoyando los trabajos del Grupo de Expertos Gubernamentales establecido mediante la resolución de las Naciones Unidas 61/89 de 6 de diciembre de 2006, para que se continúe avanzando en el estudio y negociación de un proyecto de instrumento amplio y vinculante para el establecimiento de normas internacionales comunes para la importación, exportación y transferencia de armas convencionales, y medir el interés de los Estados miembros en tal instrumento.

17.
Invitar a los Estados Miembros a que continúen apoyando el trabajo de los comités o comisiones nacionales encargados de la aplicación y la difusión del derecho internacional humanitario, e instar a los Estados donde no hubiere dichos órganos a que consideren su establecimiento como una manera de fortalecer la prevención de conflictos y el papel que estas instancias cumplen en tiempos de paz.

18.
Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, para lo cual se exhorta a los Estados miembros que hagan llegar al Comité Jurídico Interamericano, lo antes posible, una lista que contenga dichos temas prioritarios, con el objetivo de que el Comité pueda evacuar este mandato.

19.
Expresar su satisfacción por la cooperación entre la Organización de los Estados Americanos y el Comité Internacional de la Cruz Roja en el ámbito de la promoción del respeto del derecho internacional humanitario y de los principios que lo rigen, e instar a la Secretaría General a que siga fortaleciendo esa cooperación. 
20.
Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Oficina de Derecho Internacional del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales y en coordinación con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), continué organizando, dentro del marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), cursos y seminarios dirigidos al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros ante la Organización de los Estados Americanos, de la Secretaría General y el público en general, con el objeto de promover el conocimiento y respeto del derecho internacional humanitario y de las convenciones interamericanas relacionadas, incluidas las medidas para su efectiva implementación. 

21.
Encomendar al Consejo Permanente que, con el apoyo de la Oficina de Derecho Internacional del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales y en colaboración con el CICR, celebre una sesión especial que contenga un diálogo de alto nivel sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario, antes del trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

22.
Invitar a los Estados Miembros a que dentro del diálogo de alto nivel de la sesión especial, así como en los foros pertinentes, continúen los debates sobre temas de interés, tales como las consecuencias humanitarias de municiones en racimo, la participación de las empresas de seguridad privada en los conflictos armados, el mejoramiento de las comisiones nacionales de derecho internacional humanitario, y otros. 

23.
Encomendar al Consejo Permanente  que informe al trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
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Punto 99 del temario
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

DERECHOS HUMANOS, ORIENTACIÓN SEXUAL E IDENTIDAD DE GÉNERO

(Considerado por el Consejo Permanente en su sesión del 21 de mayo
y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,
REITERANDO:

Que la Declaración Universal de los Derechos Humanos afirma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que a cada persona le es dado ejercer todos los derechos y libertades presentados en ese instrumento sin distinción de cualquier naturaleza;

Que la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre prevé que todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal;

Considerando que la Carta de la OEA proclama que la misión histórica de América es ofrecer al ser humano una tierra de libertad y un ambiente favorable al desarrollo de su personalidad y a la realización justa de sus aspiraciones;

Reafirmando los principios de universalidad y no discriminación de los derechos humanos;

TOMANDO NOTA:

De los relatos presentados en el ámbito del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre casos de personas privadas del derecho a la vida o sometidas a tortura u otras formas de violencia en razón de su orientación sexual o de su identidad de género;

De la creación en el ámbito de la Reunión de Altas Autoridades de Derechos Humanos del MERCOSUR de Subgrupo de Trabajo sobre Diversidad Sexual e Identidad de Género;

Del lanzamiento de los Principios de Yogyakarta sobre la aplicación de  legislación internacional de derechos humanos en relación a la orientación sexual e identidad de género, desarrollados por panel internacional de expertos en derechos humanos;

MANIFESTANDO PREOCUPACIÓN con las violaciones de derechos humanos basadas en la orientación sexual e identidad de género, reconocidas por los Procedimientos Especiales del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; y

RECONOCIENDO la pertinencia y la necesidad de discutir la aplicación de los principios y normas del Sistema Interamericano de Derechos Humanos para el combate a las violaciones de derechos basadas en la orientación sexual y la identidad de género,

RESUELVE:

1. Condenar las violaciones de derechos humanos basadas en la orientación sexual e la identidad de género, por considerar que tales violaciones son incompatibles con los principios de universalidad y no discriminación de los derechos humanos.

2. Encargar al Consejo Permanente que convoque, por intermedio de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP),  una sesión especial, antes del Trigésimo Noveno Periodo Ordinario de la Asamblea General, con el objetivo de discutir la aplicación de los principios y normas del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en el combate a las violaciones de derechos humanos basadas en la orientación sexual y la identidad de género, bien como las acciones y programas desarrollados a nivel regional, sub regional y nacional sobre la materia, con la participación de expertos gubernamentales, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y otros órganos, organismos y entidades pertinentes del Sistema Interamericano, de otras organizaciones y de la sociedad civil, teniendo en cuenta, entre otros, los instrumentos internacionales vigentes en el área de derechos humanos y los Principios de Yogyakarta sobre la aplicación de  legislación internacional de derechos humanos en relación a la orientación sexual e identidad de género.

3. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que prepare para la mencionada sesión especial estudio de los principios y normas del Sistema Interamericano de Derechos Humanos aplicables al combate a las violaciones de los derechos humanos con base en la orientación sexual y la identidad de género.


4. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su Trigésimo Noveno Periodo Ordinario de Sesiones, sobre el cumplimiento de esta resolución, que será ejecutada de acuerdo con los recursos destinados en el presupuesto programa de la Organización y otros recursos".
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�.	Esta resolución es ad referéndum de las delegaciones de Argentina y Canadá.


� 	La Organización Mundial de la Salud define la violencia como el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones.





�Propuesta de Venezuela se conjuga con la propuesta alternativa B en el párrafo 4.


�Estados Unidos quiere eliminar esta frase.


�Propuesta venezolana A


�Propuesta venezolana alternativa B.


�Propuesta de Venezuela.


�Propuesta de Estados Unidos , pendiente de consulta de Venezuela


�Propuesta de Estados Unidos, eliminación ad referéndum de Estados Unidos


�Propuesta de Estados Unidos


�Aceptado


�Propuesta de Estados Unidos


�Ad referéndum de Venezuela


�Propuesta de Venezuela, Estados Unidos necesita confirmación


�Propuesta de Estados Unidos,Venezuela lo aceptará si EUA acepta el párrafo anterior.


�Propuesta de Venezuela, ad referéndum de Estados Unidos


�Propuesta por Venezuela ad referéndum de Estados Unidos.


�Propuesta de Estados Unidos. A la luz de que es inaceptable para Venezuela, Estados Unidos propondrá un párrafo alternativo.


�Propuesta de Estados Unidos. Ad referéndum de Venezuela.


�Propuesta de Venezuela, ad referéndum de Estados Unidos


�Propuesta de Estados Unidos. Venezuela quiere que se mantenga el texto del  2007.


�Propuesta de Estados Unidos, pero estarían dispuestos a retirarla si Venezuela acepta la adición al final del párrafo anterior.


�Propuesta de Estados Unidos, no todas las delegaciones entienden la relevancia de este párrafo en el contexto de esta resolución


�Propuesta de Venezuela. Ad referéndum de Estados Unidos.


�Propuesta de Estados Unidos. 


�Propuesta de Estados Unidos. Venezuela no quiere cambios.


�Propuesta de Estados Unidos, Venezuela no quiere cambios.


�Propuesta de Venezuela. Estados Unidos prefiere el texto del año pasado.


�Propuesta de Venezuela


�México y Perú solicitarán la eliminación de este texto.


�Propuesta de Venezuela, Estados Unidos no lo acepta.


�Propuesta de Estados Unidos.


�Propuesta de Venezuela
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